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Barranquilla 10 de noviembre de 2021. 

                                            

Señores: 

JUZGADO CATORCE LABORAL DEL CIRCUITO DE BARRANQUILLA  

Barranquilla- Atlantico 

 

REFERENCIA:         EJECUTIVO LABORAL 

Proceso Nº:                 08001310501420100031100 

Demandante:        ALFREDO VARELA GOMEZ 

Demandado:       COLPENSIONES y otros. 

 

INES STEFANIA BARRIOS REDONDO, mujer, mayor de edad, vecina de esta ciudad, 

identificada con la cédula de ciudadanía No.1.052.088.653 expedida en El Carmen de 

Bolívar, Bolívar, abogada en ejercicio, portadora de la Tarjeta Profesional No.315.448 

del Consejo Superior de la Judicatura, en mi condición de abogada sustituta de la 

demandada ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES 

“COLPENSIONES”, respetuosamente me dirijo a usted con el fin de que se conceda de 

conformidad con los artículo 63  C. de P.L. y de S.S y el artículo 430 del Código General 

del Proceso, el recurso de reposición contra el auto de fecha 8  de noviembre de 2021, 

mediante el cual se libró mandamiento de pago y ordenó el reconocimiento de un 

retroactivo pensional y costas del proceso a favor del actor. 

 

I. DEL RECURSO DE REPOSICIÓN 

 

En primer término, se destaca que el artículo 307 de la Ley 1564 de 2012, en aplicación 

sistemática de los artículos 38 y 39 de la Ley 489 de 1998, tiene plenos efectos respecto 

de Colpensiones toda vez que dicha Administradora hace parte de la Rama Ejecutiva del 

Poder Público en el orden nacional, específicamente como entidad del sector 

descentralizado por servicios. Adicionalmente como se explicará durante el presente 

escrito, la Nación es garante de Colpensiones y cada año gira recursos destinados a 

salvaguardar y financiar los fondos pensionales.     

 

Ahora bien, una exégesis distinta de lo contemplado en al aludido artículo 307 en el 

sentido que Colpensiones no cuenta con el plazo de los 10 meses para cumplir un proceso 

de naturaleza ordinaria (es decir que no existe ningún término al respecto), se opone a 

diversos preceptos y normas del orden constitucional y legal; situación que debe ser 

conjurada mediante la figura de la excepción de inconstitucionalidad consagrada en el 

artículo 4º de la Carta Política.   

 

Así mismo, el artículo 11 de la citada Ley 1564 de 2012, en relación a la interpretación 

de las normas procesales señala que “Al interpretar la ley procesal el juez deberá tener 

en cuenta que el objeto de los procedimientos es la efectividad de los derechos 
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reconocidos por la ley sustancial. Las dudas que surjan en la interpretación de las 

normas del presente código deberán aclararse mediante la aplicación de los principios 

constitucionales y generales del derecho procesal garantizando en todo caso el debido 

proceso, el derecho de defensa, la igualdad de las partes y los demás derechos 

constitucionales fundamentales. El juez se abstendrá de exigir y de cumplir formalidades 

innecesarias”.  

 

Adicionalmente, el artículo 98 de la ley 2008 de 2019, hizo extensivo alcance del art. 

307 del CGP a: Sentencias condenatorias contra cualquier ENTIDAD DEL ORDEN 

CENTRAL O DESCENTRALIZADA POR SERVICIOS y adicionó una condición: 

Cuando la condena sea consecuencia del reconocimiento de una prestación de la 

seguridad social. Como se observa, con la expedición del art. 98 de la Ley 2008 de 2019, 

se disipó cualquier incertidumbre en torno a que la postergación de la exigibilidad de 

la sentencia también cobija a Colpensiones. 

 

Por lo tanto, la interpretación normativa que realice el juez en ejercicio de la actividad 

jurisdiccional se encuentra supeditada a los principios y derechos establecidos en la 

Constitución política y no le es dable realizar una interpretación restringida y limitada 

que implique la vulneración de derechos y principios fundamentales. 

 

EXCEPCIONES DE MERITO 

 

2. EXCEPCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 

 

El artículo 4º de la carta Política dispone que la “Constitución es norma de normas. En 

todo caso de incompatibilidad entre la Constitución y la ley u otra norma jurídica, se 

aplicarán las disposiciones constitucionales”, al respecto la Corte ha expresado que “La 

Constitución se erige en el marco supremo y último para determinar tanto la pertenencia 

al orden jurídico como la validez de cualquier norma, regla o decisión que formulen o 

profieran los órganos por ella instaurados”  

 

Con fundamento en la anterior, La doctrina ha denominado el sistema de control de 

constitucionalidad en Colombia como mixto, por cuanto combina un control concentrado 

en cabeza de la Corte Constitucional y un control difuso de constitucionalidad en donde 

cualquier autoridad puede dejar de aplicar la ley u otra norma jurídica por ser contraria a 

la Constitución.  

 

Respecto a la excepción de inconstitucionalidad, la Corte Constitucional ha indicado: 

 

“…es una facultad o posibilidad (o si se quiere, una herramienta) de los 

operadores jurídicos, en tanto no tiene que ser alegada o interpuesta como una 

acción; pero se configura igualmente como un deber en tanto las autoridades no 
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pueden dejar de hacer uso de ella en los eventos en que detecten una clara 

contradicción entre la disposición aplicable a una caso concreto y las normas 

constitucionales”.[8] En consecuencia, esta herramienta se usa con el fin de 

proteger, en un caso concreto y con efecto inter partes, los derechos fundamentales 

que se vean en riesgo por la aplicación de una norma de inferior jerarquía y que, 

de forma clara y evidente, contraría las normas contenidas dentro de la 

Constitución Política. 

 

Por consiguiente, siempre que un juez se encuentra ante una norma que contraría 

lo estipulado por la Constitución, éste tiene el deber de implicar dicha norma bajo 

la excepción de inconstitucionalidad realizando un trabajo argumentativo en el 

cual determine claramente que el contenido normativo de la regla resulta 

contrario a la Constitución Política (…)”  

 

Así las cosas, es deber del juez, una vez advierta la contradicción entre una norma de 

rango legal y otra de rango constitucional, proceder a aplicar esta última, con el fin de 

preservar las garantías constitucionales. 

 

NORMA RESPECTO DE LA CUAL SE SOLICITA EXCEPCIÓN DE 

INCONSTITUCIONALIDAD: 

 

A través del presente escrito se solicita la excepción de institucionalidad de la 

interpretación restringida o limitada de la expresión la Nación, contenida en el artículo 

307 de la ley 1564 de 2012, que indica: 

 

“LEY 1564 DE 2012” 

(Julio 12) 

Diario Oficial No. 48.489 de 12 de julio de 2012 

CONGRESO DE LA REPÚBLICA 

Por medio de la cual se expide el Código General del Proceso y se dictan otras 

disposiciones. 

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA 

DECRETA: 

ARTÍCULO 307. EJECUCIÓN CONTRA ENTIDADES DE DERECHO PÚBLICO. 

Cuando la Nación o una entidad territorial sea condenada al pago de una suma de 

dinero, podrá ser ejecutada pasados diez (10) meses desde la ejecutoria de la 

respectiva providencia o de la que resuelva sobre su complementación o aclaración”. 

 

INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 307 DE LA LEY 1564 DE 2012 QUE 

VULNERA LA CONSTITUCIÓN. 
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La excepción de inconstitucionalidad respecto de la expresión “la Nación” contenida en 

el artículo 307 de la Ley 1564 de 2012 , se solicita en razón a la interpretación dada al 

referido vocablo por parte de jueces de la Republica, que restringen su alcance 

únicamente a las entidades estatales del sector central de la Rama Ejecutiva, esto es, la 

Presidencia, Vicepresidencia de la República, los Consejos Superiores de la 

administración, los ministerios, departamentos administrativos, las superintendencias y 

unidades administrativas especiales sin personería jurídica (en los términos dispuestos en 

el numeral 1 del artículo 38 de la Ley 489 de 1998). 

 

Como consecuencia de esa interpretación, la ejecución de la sentencia procede 

inmediatamente queda ejecutoriada, sin que se le otorgue a la entidad el tiempo prudente 

de ley para que realice las gestiones necesarias para el pago de la misma.  

 

Dicha concepción, menoscaba el derecho a la igualdad establecido en el artículo 13 de la 

Carta Política y los principios de sostenibilidad y equilibrio financiero del Estado, 

determinados en los artículos 334 y 339 en concordancia con los artículos 2; 48 y 53 de 

la Carta, en tanto, la prerrogativa contenida en el referido artículo para la Nación le es 

aplicable a todas las entidades señaladas en el artículo 39 de la Ley 489 de 1998. 

 

Así mismo, cumplir una providencia inmediatamente al día siguiente de su ejecutoria es 

una obligación de carácter imposible para cualquier entidad y por esta razón también es 

una interpretación abiertamente inconstitucional. (Más adelante se detallará esta 

situación) 

 

NORMAS CONSTITUCIONALES QUE SE CONSIDERAN INFRINGIDAS 

 

La interpretación restringida o limitada de expresión aludida vulnera los mandatos de la 

Constitución, que se encuentran puntualmente incorporados en las siguientes normas: 

 

“Preámbulo. En ejercicio de su poder soberano, representado por sus delegatarios 

a la Asamblea Nacional Constituyente, invocando la protección de Dios, y con el 

fin de fortalecer la unidad de la Nación y asegurar a sus integrantes la vida, la 

convivencia, el trabajo, la justicia, la igualdad, el conocimiento, la libertad y la 

paz, dentro de un marco jurídico, democrático y participativo que garantice un 

orden político, económico y social justo, y comprometido a impulsar la integración 

de la comunidad latinoamericana,…” 

 

(…) 

 

“ARTÍCULO 2. Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover 

la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y 

deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las 
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decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y 

cultural de la Nación; defender la independencia nacional, mantener la 

integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden 

justo.  

Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las 

personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás 

derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales 

del Estado y de los particulares”. 

 

(…) 

 

“ARTICULO 13. Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán 

la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, 

libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, 

origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. El 

Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y 

adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados. El Estado 

protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, 

física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y 

sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan.”  

 

(…) 

 

“ARTICULO 48. La Seguridad Social es un servicio público de carácter 

obligatorio que se prestará bajo la dirección, coordinación y control del Estado, 

en sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad, en los 

términos que establezca la Ley. 

 

Se garantiza a todos los habitantes el derecho irrenunciable a la Seguridad 

Social. 

 

El Estado, con la participación de los particulares, ampliará progresivamente la 

cobertura de la Seguridad Social que comprenderá la prestación de los servicios 

en la forma que determine la Ley. 

 

La Seguridad Social podrá ser prestada por entidades públicas o privadas, de 

conformidad con la ley. 

 

No se podrán destinar ni utilizar los recursos de las instituciones de la Seguridad 

Social para fines diferentes a ella. 
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La ley definirá los medios para que los recursos destinados a pensiones 

mantengan su poder adquisitivo constante. 

 

<Inciso adicionado por el artículo 1 del Acto Legislativo 1 de 2005. El nuevo 

texto es el siguiente:> El Estado garantizará los derechos, la sostenibilidad 

financiera del Sistema Pensional, respetará los derechos adquiridos con arreglo 

a la ley y asumirá el pago de la deuda pensional que de acuerdo con la ley esté 

a su cargo. Las leyes en materia pensional que se expidan con posterioridad a la 

entrada en vigencia de este acto legislativo deberán asegurar la sostenibilidad 

financiera de lo establecido en ellas…”. 

 

(…) 

 

“ARTICULO 53. El Congreso expedirá el estatuto del trabajo. La ley 

correspondiente tendrá en cuenta por lo menos los siguientes principios mínimos 

fundamentales: 

 

Igualdad de oportunidades para los trabajadores; remuneración mínima vital y 

móvil, proporcional a la cantidad y calidad de trabajo; estabilidad en el empleo; 

irrenunciabilidad a los beneficios mínimos establecidos en normas laborales; 

facultades para transigir y conciliar sobre derechos inciertos y discutibles; 

situación más favorable al trabajador en caso de duda en la aplicación e 

interpretación de las fuentes formales de derecho; primacía de la realidad sobre 

formalidades establecidas por los sujetos de las relaciones laborales; garantía a 

la seguridad social, la capacitación, el adiestramiento y el descanso necesario; 

protección especial a la mujer, a la maternidad y al trabajador menor de edad. 

 

El estado garantiza el derecho al pago oportuno y al reajuste periódico de las 

pensiones legales…”. 

 

(…) 

 

 “ARTÍCULO 334. La dirección general de la economía estará a cargo del 

Estado. Este intervendrá, por mandato de la ley, en la explotación de los recursos 

naturales, en el uso del suelo, en la producción, distribución, utilización y 

consumo de los bienes, y en los servicios públicos y privados, para racionalizar 

la economía con el fin de conseguir en el plano nacional y territorial, en un marco 

de sostenibilidad fiscal, el mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes, 

la distribución equitativa de las oportunidades y los beneficios del desarrollo y 

la preservación de un ambiente sano. Dicho marco de sostenibilidad fiscal 

deberá fungir como instrumento para alcanzar de manera progresiva los 
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objetivos del Estado Social de Derecho. En cualquier caso, el gasto público 

social será prioritario…”. 

 

(…) 

 

“ARTÍCULO 339. Habrá un Plan Nacional de Desarrollo conformado por una 

parte general y un plan de inversiones de las entidades públicas del orden 

nacional. En la parte general se señalarán los propósitos y objetivos nacionales 

de largo plazo, las metas y prioridades de la acción estatal a mediano plazo y las 

estrategias y orientaciones generales de la política económica, social y ambiental 

que serán adoptadas por el Gobierno. El plan de inversiones públicas contendrá 

los presupuestos plurianuales de los principales programas y proyectos de 

inversión pública nacional y la especificación de los recursos financieros 

requeridos para su ejecución, dentro de un marco que garantice la sostenibilidad 

fiscal”. 

 

5. EXPOSICIÓN DEL CASO CONCRETO  

 

5.1. Unidad normativa entre las Leyes 1564 de 2012 y la Ley 1437 de 2011 

 

La Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones, es una empresa industrial 

y comercial del Estado, administrada como entidad financiera de carácter especial, 

vinculada al Ministerio de Trabajo, que tiene por objeto la administración estatal del 

Régimen de Prima Media con Prestación Definida, las prestaciones especiales que las 

normas legales le asignen y la administración del Sistema de Ahorro de Beneficios 

Económicos Periódicos – BEPS, en consecuencia, de conformidad a lo preceptuado en el 

literal b del numeral 2 del artículo 38 de la Ley 489 de 1998 , Colpensiones, hace parte 

de los organismos y entidades que integran la Rama Ejecutiva del Poder Público en el 

orden nacional, del Sector descentralizado por servicios. 

 

Adicionalmente, Colpensiones es objeto de demandas y actúa en calidad de sujeto pasivo 

frente a procesos ordinarios y contenciosos administrativos, que finalizan con una orden 

judicial contenida en una sentencia, que la Entidad en desarrollo de la actividad funcional 

ejecuta en el marco de lo establecido en las Leyes 1564 de 2012 y la 1437 de 2011. 

 

En ese orden, el cumplimiento de las decisiones judiciales que se profieren en contra de 

la Administradora en asuntos sometidos a la jurisdicción ordinaria, deben ser tramitados 

observando el requisito establecido en el artículo 307 de la Ley 1564 de 2012,  el cual 

prevé que, “Cuando la Nación o una entidad territorial sea condenada al pago de una 

suma de dinero, podrá ser ejecutada pasados diez (10) meses desde la ejecutoria de la 

respectiva providencia, o de la que resuelva sobre su complementación o aclaración”, 

redacción y término que se equipara a lo consagrado en los artículos 192 y 299 de la Ley 
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1437 de 2011, los cuales regulan la misma temática (ejecución de sentencias o 

conciliaciones por parte de las entidades públicas), en los asuntos sometidos ante la 

jurisdicción Contencioso Administrativa, y que disponen en su orden: 

 

“Artículo 192. Cumplimiento de sentencias o conciliaciones por parte de las 

entidades públicas. (…)  

Las condenas impuestas a entidades públicas consistentes en el pago o devolución 

de una suma de dinero serán cumplidas en un plazo máximo de diez (10) meses, 

contados a partir de la fecha de la ejecutoria de la sentencia. (…) 

 

Artículo 299. De la ejecución en materia de contratos y de condenas a entidades 

públicas. (…) Las condenas impuestas a entidades públicas consistentes en la 

liquidación o pago de una suma de dinero serán ejecutadas ante esta misma 

jurisdicción según las reglas de competencia contenidas en este Código, si dentro 

de los diez (10) meses siguientes a la ejecutoria de la sentencia la entidad obligada 

no le ha dado cumplimiento”.  

 

En consecuencia, las dos disposiciones antes referidas constituyen una unidad normativa, 

en la medida que “(…) no es posible pronunciarse respecto de una norma expresamente 

demandada, sin referirse también a la constitucionalidad de otras disposiciones con las 

cuales se encuentra íntimamente relacionada. Sin embargo, esta íntima relación entre las 

normas no es cualquier tipo de relación sino aquella que hace que sea “imposible estudiar 

su constitucionalidad sin analizar las otras disposiciones”. Las normas en este caso tienen 

cada una un sentido regulador propio y autónomo, pero el estudio de constitucionalidad 

de la disposición acusada impone el examen de la conformidad o inconformidad con la 

Constitución de algunos elementos normativos a los cuales hace referencia, que están 

contenidos en otras disposiciones no demandadas” , debiendo ser interpretadas de manera 

sistemática y armónica, en tanto, su alcance es permitir que los organismos y entidades 

que integran la Administración Pública (en los términos del artículo 39 de la Ley 489 de 

1998), que son condenadas al pago o devolución de una suma de dinero, cuenten con un 

término de gracia, que les permita proceder al pago de manera directa, antes de ser 

demandados ejecutivamente. 

 

La anterior prerrogativa, surge en razón a las exigencias legales de carácter normativo 

presupuestal y contable que implica el cumplimiento de cada decisión judicial, así, como 

las consecuencias que en materia litigiosa y patrimonial representa para la autoridad 

estatal un término restringido de ejecución, aspectos que son iguales para la totalidad de 

los organismos y entidades de la Administración Pública que ejercen funciones de 

carácter administrativo, en los términos del artículo 39 de la Ley 489 de 1998. 

 

Pese a lo antes señalado, desde hace algún tiempo, jueces de la república vienen 

interpretando el término la Nación, limitando su alcance únicamente a los organismos y 
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entidades que integran el Sector Central de la Rama Ejecutiva (en los términos dispuestos 

en el numeral 1 del artículo 38 de la Ley 489 de 1998). 

 

La anterior concepción, constituye  un trato discriminatorio sin justificación 

constitucionalmente válida respecto a los demás organismos y entidades que integran la 

Administración Pública, en los términos del artículo 39 de la Ley 489 de 1998, que 

menoscaba los derechos de la Administradora, en tanto, la prerrogativa contenida en el 

referido artículo para la  Nación o una entidad territorial le es aplicable conforme el literal 

b del numeral 2 del artículo 38 de la Ley 489 de 1998 y desconoce  que  Colpensiones 

goza de los privilegios y prerrogativas que la Constitución Política y  las leyes les 

confieren a la Nación y a las entidades territoriales, conforme lo determinado en el 

artículo 87 de la Ley 489 de 1998.  

 

Interpretar que la expresión “la  Nación” contenida en el artículo 307 de la Ley 1564 de 

2012, hace referencia  o involucra  únicamente a  las entidades que hacen parte del sector 

central de la Rama Ejecutiva del Poder Público en el orden nacional, en los  términos 

dispuestos en el numeral 1 del artículo 38 de la Ley 489 de 1998,   se opone abiertamente 

al derecho a la igualdad, mandato contenido en el artículo 13 de la Constitución Política 

y los principios de sostenibilidad y equilibrio financiero del Estado determinados en los 

artículos 334 y 339 superiores, en concordancia con los artículos 2; 48; 53 y 93 de la Carta 

Superior. 

 

EXCEPCIONES PREVIAS.  

 

3. INEPTITUD DE LA DEMANDA POR FALTA DE LOS REQUISITOS 

FORMALES 

 

I. CARENCIA DE EXIGIBILIDAD DEL TÍTULO EJECUTIVO. 

 

El artículo 100 del Código General del Proceso, es claro en expresar que salvo disposición 

en contrario, el demandado podrá proponer las siguientes excepciones previas dentro del 

término de traslado de la demanda: 

“(…) 

5. Ineptitud de la demanda por falta de los requisitos formales o por indebida 

acumulación de pretensiones. 

 

(…)” 

 

La Corte Constitucional en la sentencia T-111 del dos (2) de abril de dos mil dieciocho 

(2018) explica lo siguiente en cuanto a los requisitos formales del título: 
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“De la enunciación de los títulos ejecutivos se advierte que no todas las 

providencias judiciales sirven como fundamento de la ejecución y, por ende, 

deben concurrir los siguientes requisitos: (i) que se imponga una condena, 

pues esta es la que determina la obligación [40] y (ii) que la decisión esté en 

firme o ejecutoriada, ya que así se asegura la existencia y certeza del crédito, 

en la medida en que no será modificada. Asimismo, por regla general, la 

determinación de la ejecutoria guarda relación con la exigibilidad, salvo que 

el juez que dictó la providencia establezca un plazo o condición para el 

cumplimiento”. 

 

Lo anterior, se refuerza en el artículo 422 del Código General del Proceso cuando se 

indica que: 

 

“Pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones expresas, claras y 

exigibles que consten en documentos que provengan del deudor o de su 

causante, y constituyan plena prueba contra él, o las que emanen de una 

sentencia de condena proferida por juez o tribunal de cualquier 

jurisdicción, o de otra providencia judicial, o de las providencias que en 

procesos de policía aprueben liquidación de costas o señalen honorarios 

de auxiliares de la justicia, y los demás documentos que señale la ley.” 

 

Con base en lo expuesto y en el desarrollo jurisprudencial, los títulos ejecutivos deben 

gozar de dos tipos de condiciones: 

 

i) Formales, para lo cual es pertinente indicar que las primeras exigen que el 

documento o conjunto de documentos que dan cuenta de la existencia de la obligación 

“(i) sean auténticos y (ii) emanen del deudor o de su causante, de una sentencia de 

condena proferida por el juez o tribunal de cualquier jurisdicción, o de otra providencia 

judicial que tenga fuerza ejecutiva conforme a la ley, o de las providencias que en 

procesos contencioso administrativos o de policía aprueben liquidación de costas o 

señalen honorarios de auxiliares de la justicia, o de un acto administrativo en firme . 

 

ii) Sustanciales, que el título ejecutivo contenga una prestación en beneficio de una 

persona. Es decir, que establezca que el obligado debe observar a favor de su acreedor 

una conducta de hacer, de dar, o de no hacer, que debe ser clara, expresa y exigible. En 

palabras de la Corte Constitucional, es clara la obligación que no da lugar a equívocos, 

en otras palabras, en la que están identificados el deudor, el acreedor, la naturaleza de la 

obligación y los factores que la determinan; es expresa cuando de la redacción misma del 

documento, aparece nítida y manifiesta la obligación; es exigible si su cumplimiento no 

está sujeto a un plazo o a una condición, dicho de otro modo, si se trata de una obligación 

pura y simple ya declarada.  
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Dichos requisitos son obligatorios para los títulos ejecutivos dentro de los cuales se 

encuentran las providencias judiciales, sin embargo, cuando la sentencia es dictada en 

contra de un organismos y/o entidades que integran la Administración Pública, las normas 

de orden público imponen al Administrador de justicia un requisito adicional por validar 

previo a proceder a librar el mandamiento de pago el cual es que hayan transcurrido un 

término de diez (10) meses siguientes a la ejecutoria de la sentencia conforme lo 

establecido en el Código General del Proceso (artículo 307) y el Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (artículo 192). 

 

Término que no es capricho del legislador, sino que el mismo se otorga a la autoridad 

estatal para el cumplimiento de todas las exigencias legales de carácter normativo 

presupuestal y contable, que se requieran para el cumplimiento de cada decisión judicial.  

 

Teniendo en consideración lo anterior y que el proceso ejecutivo tiene características 

especiales que rompen el usual equilibrio procesal entre las partes, como son la 

posibilidad de ordenar medidas cautelares en el mandamiento de pago sin que se haya 

realizado la notificación de la demanda, se hace necesario que el juez determine con 

precisión si en el caso que se somete a su consideración, se dan los requisitos expuestos, 

los cuales viabilizan o no el trámite de ejecución para obtener el cumplimiento forzado 

de la obligación. 

 

Por consiguiente, se advierte que la decisión judicial que sirve de título ejecutivo en el 

presente caso quedo ejecutoriada el  26 de julio de 2021, fecha a partir la cual se deben 

contar los diez (10) meses para que la obligación sea exigible ejecutivamente, los cuales 

vencen el  26 de mayo del año 2022, por lo tanto, para el momento de la interposición de 

la presente demanda, el titulo ejecutivo no era exigible en los términos del artículo 307 

del Código General del Proceso, lo que repercute en que se declare por parte del despacho 

la excepción previa de INEPTITUD DE LA DEMANDA POR FALTA DE LOS 

REQUISITOS FORMALES, siendo en este caso por la CARENCIA DE 

EXIGIBILIDAD DEL TITULO EJECUTIVO, y por extensión la terminación del proceso 

ejecutivo, dejándose sin efecto el mandamiento de pago y se ordene el levantamiento de 

medidas cautelares ordenadas respeto de los bienes de la Administradora. 

 

 

IV. PETICIONES 

 

 

Con fundamento en el análisis anterior, realizo al señor juez las siguientes peticiones: 

  

  

1. Que se conceda el recurso de reposición contra el auto que libra mandamiento de 

fecha 8 de noviembre de 2021. 
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2. Por vía de excepción de inconstitucionalidad, realice una interpretación extensiva 

de la adecuación de la expresión “la Nación” contenida en el artículo 307 de la 

Ley 1564 de 2012, entendiendo que se refiere de manera amplia e incluyente, a 

los organismos y entidades que integran la Administración Pública, en los 

términos del artículo 39 de la Ley 489 de 1998, dentro de las cuales se encuentra 

Colpensiones.  

 

3. Que se declare probada la excepción previa de ineptitud de demanda por falta de 

los requisitos formales del título con fundamento en la carencia de exigibilidad 

del título ejecutivo (sentencia judicial), que soporta la presente demanda ejecutiva, 

pues no se han cumplido los diez (10) meses establecidos en el artículo 307 del 

C.G.P. 

 

4. Por extensión, se ordene la terminación del proceso ejecutivo, se deje sin efecto 

el mandamiento de pago y se ordene el levantamiento de medidas cautelares 

dispuestas respeto de los bienes de la Administradora. 

 

 

 

De la señora Juez, 

 

INES STEFANIA BARRIOS REDONDO 

C.C. No. 1.052.088.653 del Carmen de Bolívar 

T.P. No. 315.448 del C.S. de la J. 
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SEÑOR: 

JUEZ CATORCE LABORAL DEL CIRCUITO DE BARRANQUILLA 

E. S. D. 

 

REF: EJECUTIVO LABORAL 
DEMANDANTE: ALFREDO VARELA G. 

DEMANDADA: COLPENSIONES  

RADICACION: 08001310501420100031100 

ASUNTO: SUSTITUCIÓN 

 

Quien suscribe, CARLOS RAFAEL PLATA MENDOZA, abogado en ejercicio, identificado 

con la cédula de ciudadanía No. 84.104.546 de San Juan del Cesar y portador de la 

tarjeta profesional N° 107.775 del Consejo Superior de la Judicatura, actuando en 

calidad de apoderado de ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES 

COLPENSIONES, a usted comedidamente manifiesto que SUSTITUYO el poder que se 

me ha conferido con las mismas facultades otorgadas, en la Doctora INES STEFANIA 

BARRIOS REDONDO, quien es mayor y vecino de esta ciudad, identificado como 

aparece como aparece al pie de su firma; el cual tendrá iguales facultades a las mi 

conferidas y en señal de aceptación suscribe conmigo el presente escrito. 

El apoderado general o el apoderado especial podrán actuar en forma separada o 

conjunta y lo harán en representación de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 

PENSIONES COLPENSIONES y con las mismas facultades. 

Con comedimiento, 
 

 
 

 

CARLOS RAFAEL PLATA MENDOZA 
C. de C. N° 84.104.546 de San Juan del 
cesar T.P N° 107.775 C.S.J. 
Acepto: 

  

INES STEFANIA BARRIOS REDONDO 
C. de C. No. 1052088653 del Carmen de Bolivar. 

T.P. No. 315448 Del C.S. de la J.  
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Barranquilla 10 de noviembre de 2021. 

                                            

Señores: 

JUZGADO CATORCE LABORAL DEL CIRCUITO DE BARRANQUILLA  

Barranquilla- Atlantico 

 

REFERENCIA:         EJECUTIVO LABORAL 

Proceso Nº:                 08001310501420190026600 

Demandante:        HERNANDO RAFAEL VEGA EUSSE 

Demandado:       COLPENSIONES y otros. 

 

INES STEFANIA BARRIOS REDONDO, mujer, mayor de edad, vecina de esta ciudad, 

identificada con la cédula de ciudadanía No.1.052.088.653 expedida en El Carmen de 

Bolívar, Bolívar, abogada en ejercicio, portadora de la Tarjeta Profesional No.315.448 

del Consejo Superior de la Judicatura, en mi condición de abogada sustituta de la 

demandada ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES 

“COLPENSIONES”, respetuosamente me dirijo a usted con el fin de que se conceda de 

conformidad con los artículo 63  C. de P.L. y de S.S y el artículo 430 del Código General 

del Proceso, el recurso de reposición contra el auto de fecha 12 de noviembre de 2020, 

mediante el cual se libró mandamiento de pago y se ordenó a mi representada  a recibir 

las sumas correspondientes a cotizaciones en pensión realizadas por la demandante a la 

AFP PORVENIR S.A . 

 

I. DEL RECURSO DE REPOSICIÓN 

 

En primer término, se destaca que el artículo 307 de la Ley 1564 de 2012, en aplicación 

sistemática de los artículos 38 y 39 de la Ley 489 de 1998, tiene plenos efectos respecto 

de Colpensiones toda vez que dicha Administradora hace parte de la Rama Ejecutiva del 

Poder Público en el orden nacional, específicamente como entidad del sector 

descentralizado por servicios. Adicionalmente como se explicará durante el presente 

escrito, la Nación es garante de Colpensiones y cada año gira recursos destinados a 

salvaguardar y financiar los fondos pensionales.     

 

Ahora bien, una exégesis distinta de lo contemplado en al aludido artículo 307 en el 

sentido que Colpensiones no cuenta con el plazo de los 10 meses para cumplir un proceso 

de naturaleza ordinaria (es decir que no existe ningún término al respecto), se opone a 

diversos preceptos y normas del orden constitucional y legal; situación que debe ser 

conjurada mediante la figura de la excepción de inconstitucionalidad consagrada en el 

artículo 4º de la Carta Política.   

 

Así mismo, el artículo 11 de la citada Ley 1564 de 2012, en relación a la interpretación 

de las normas procesales señala que “Al interpretar la ley procesal el juez deberá tener 
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en cuenta que el objeto de los procedimientos es la efectividad de los derechos 

reconocidos por la ley sustancial. Las dudas que surjan en la interpretación de las 

normas del presente código deberán aclararse mediante la aplicación de los principios 

constitucionales y generales del derecho procesal garantizando en todo caso el debido 

proceso, el derecho de defensa, la igualdad de las partes y los demás derechos 

constitucionales fundamentales. El juez se abstendrá de exigir y de cumplir formalidades 

innecesarias”.  

 

Adicionalmente, el artículo 98 de la ley 2008 de 2019, hizo extensivo alcance del art. 

307 del CGP a: Sentencias condenatorias contra cualquier ENTIDAD DEL ORDEN 

CENTRAL O DESCENTRALIZADA POR SERVICIOS y adicionó una condición: 

Cuando la condena sea consecuencia del reconocimiento de una prestación de la 

seguridad social. Como se observa, con la expedición del art. 98 de la Ley 2008 de 2019, 

se disipó cualquier incertidumbre en torno a que la postergación de la exigibilidad de 

la sentencia también cobija a Colpensiones. 

 

Por lo tanto, la interpretación normativa que realice el juez en ejercicio de la actividad 

jurisdiccional se encuentra supeditada a los principios y derechos establecidos en la 

Constitución política y no le es dable realizar una interpretación restringida y limitada 

que implique la vulneración de derechos y principios fundamentales. 

 

EXCEPCIONES DE MERITO 

 

2. EXCEPCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 

 

El artículo 4º de la carta Política dispone que la “Constitución es norma de normas. En 

todo caso de incompatibilidad entre la Constitución y la ley u otra norma jurídica, se 

aplicarán las disposiciones constitucionales”, al respecto la Corte ha expresado que “La 

Constitución se erige en el marco supremo y último para determinar tanto la pertenencia 

al orden jurídico como la validez de cualquier norma, regla o decisión que formulen o 

profieran los órganos por ella instaurados”  

 

Con fundamento en la anterior, La doctrina ha denominado el sistema de control de 

constitucionalidad en Colombia como mixto, por cuanto combina un control concentrado 

en cabeza de la Corte Constitucional y un control difuso de constitucionalidad en donde 

cualquier autoridad puede dejar de aplicar la ley u otra norma jurídica por ser contraria a 

la Constitución.  

 

Respecto a la excepción de inconstitucionalidad, la Corte Constitucional ha indicado: 

 

“…es una facultad o posibilidad (o si se quiere, una herramienta) de los 

operadores jurídicos, en tanto no tiene que ser alegada o interpuesta como una 
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acción; pero se configura igualmente como un deber en tanto las autoridades no 

pueden dejar de hacer uso de ella en los eventos en que detecten una clara 

contradicción entre la disposición aplicable a una caso concreto y las normas 

constitucionales”.[8] En consecuencia, esta herramienta se usa con el fin de 

proteger, en un caso concreto y con efecto inter partes, los derechos fundamentales 

que se vean en riesgo por la aplicación de una norma de inferior jerarquía y que, 

de forma clara y evidente, contraría las normas contenidas dentro de la 

Constitución Política. 

 

Por consiguiente, siempre que un juez se encuentra ante una norma que contraría 

lo estipulado por la Constitución, éste tiene el deber de implicar dicha norma bajo 

la excepción de inconstitucionalidad realizando un trabajo argumentativo en el 

cual determine claramente que el contenido normativo de la regla resulta 

contrario a la Constitución Política (…)”  

 

Así las cosas, es deber del juez, una vez advierta la contradicción entre una norma de 

rango legal y otra de rango constitucional, proceder a aplicar esta última, con el fin de 

preservar las garantías constitucionales. 

 

NORMA RESPECTO DE LA CUAL SE SOLICITA EXCEPCIÓN DE 

INCONSTITUCIONALIDAD: 

 

A través del presente escrito se solicita la excepción de institucionalidad de la 

interpretación restringida o limitada de la expresión la Nación, contenida en el artículo 

307 de la ley 1564 de 2012, que indica: 

 

“LEY 1564 DE 2012” 

(Julio 12) 

Diario Oficial No. 48.489 de 12 de julio de 2012 

CONGRESO DE LA REPÚBLICA 

Por medio de la cual se expide el Código General del Proceso y se dictan otras 

disposiciones. 

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA 

DECRETA: 

ARTÍCULO 307. EJECUCIÓN CONTRA ENTIDADES DE DERECHO PÚBLICO. 

Cuando la Nación o una entidad territorial sea condenada al pago de una suma de 

dinero, podrá ser ejecutada pasados diez (10) meses desde la ejecutoria de la 

respectiva providencia o de la que resuelva sobre su complementación o aclaración”. 

 

INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 307 DE LA LEY 1564 DE 2012 QUE 

VULNERA LA CONSTITUCIÓN. 
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La excepción de inconstitucionalidad respecto de la expresión “la Nación” contenida en 

el artículo 307 de la Ley 1564 de 2012 , se solicita en razón a la interpretación dada al 

referido vocablo por parte de jueces de la Republica, que restringen su alcance 

únicamente a las entidades estatales del sector central de la Rama Ejecutiva, esto es, la 

Presidencia, Vicepresidencia de la República, los Consejos Superiores de la 

administración, los ministerios, departamentos administrativos, las superintendencias y 

unidades administrativas especiales sin personería jurídica (en los términos dispuestos en 

el numeral 1 del artículo 38 de la Ley 489 de 1998). 

 

Como consecuencia de esa interpretación, la ejecución de la sentencia procede 

inmediatamente queda ejecutoriada, sin que se le otorgue a la entidad el tiempo prudente 

de ley para que realice las gestiones necesarias para el pago de la misma.  

 

Dicha concepción, menoscaba el derecho a la igualdad establecido en el artículo 13 de la 

Carta Política y los principios de sostenibilidad y equilibrio financiero del Estado, 

determinados en los artículos 334 y 339 en concordancia con los artículos 2; 48 y 53 de 

la Carta, en tanto, la prerrogativa contenida en el referido artículo para la Nación le es 

aplicable a todas las entidades señaladas en el artículo 39 de la Ley 489 de 1998. 

 

Así mismo, cumplir una providencia inmediatamente al día siguiente de su ejecutoria es 

una obligación de carácter imposible para cualquier entidad y por esta razón también es 

una interpretación abiertamente inconstitucional. (Más adelante se detallará esta 

situación) 

 

NORMAS CONSTITUCIONALES QUE SE CONSIDERAN INFRINGIDAS 

 

La interpretación restringida o limitada de expresión aludida vulnera los mandatos de la 

Constitución, que se encuentran puntualmente incorporados en las siguientes normas: 

 

“Preámbulo. En ejercicio de su poder soberano, representado por sus delegatarios 

a la Asamblea Nacional Constituyente, invocando la protección de Dios, y con el 

fin de fortalecer la unidad de la Nación y asegurar a sus integrantes la vida, la 

convivencia, el trabajo, la justicia, la igualdad, el conocimiento, la libertad y la 

paz, dentro de un marco jurídico, democrático y participativo que garantice un 

orden político, económico y social justo, y comprometido a impulsar la integración 

de la comunidad latinoamericana,…” 

 

(…) 

 

“ARTÍCULO 2. Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover 

la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y 

deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las 
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decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y 

cultural de la Nación; defender la independencia nacional, mantener la 

integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden 

justo.  

Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las 

personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás 

derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales 

del Estado y de los particulares”. 

 

(…) 

 

“ARTICULO 13. Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán 

la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, 

libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, 

origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. El 

Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y 

adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados. El Estado 

protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, 

física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y 

sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan.”  

 

(…) 

 

“ARTICULO 48. La Seguridad Social es un servicio público de carácter 

obligatorio que se prestará bajo la dirección, coordinación y control del Estado, 

en sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad, en los 

términos que establezca la Ley. 

 

Se garantiza a todos los habitantes el derecho irrenunciable a la Seguridad 

Social. 

 

El Estado, con la participación de los particulares, ampliará progresivamente la 

cobertura de la Seguridad Social que comprenderá la prestación de los servicios 

en la forma que determine la Ley. 

 

La Seguridad Social podrá ser prestada por entidades públicas o privadas, de 

conformidad con la ley. 

 

No se podrán destinar ni utilizar los recursos de las instituciones de la Seguridad 

Social para fines diferentes a ella. 
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La ley definirá los medios para que los recursos destinados a pensiones 

mantengan su poder adquisitivo constante. 

 

<Inciso adicionado por el artículo 1 del Acto Legislativo 1 de 2005. El nuevo 

texto es el siguiente:> El Estado garantizará los derechos, la sostenibilidad 

financiera del Sistema Pensional, respetará los derechos adquiridos con arreglo 

a la ley y asumirá el pago de la deuda pensional que de acuerdo con la ley esté 

a su cargo. Las leyes en materia pensional que se expidan con posterioridad a la 

entrada en vigencia de este acto legislativo deberán asegurar la sostenibilidad 

financiera de lo establecido en ellas…”. 

 

(…) 

 

“ARTICULO 53. El Congreso expedirá el estatuto del trabajo. La ley 

correspondiente tendrá en cuenta por lo menos los siguientes principios mínimos 

fundamentales: 

 

Igualdad de oportunidades para los trabajadores; remuneración mínima vital y 

móvil, proporcional a la cantidad y calidad de trabajo; estabilidad en el empleo; 

irrenunciabilidad a los beneficios mínimos establecidos en normas laborales; 

facultades para transigir y conciliar sobre derechos inciertos y discutibles; 

situación más favorable al trabajador en caso de duda en la aplicación e 

interpretación de las fuentes formales de derecho; primacía de la realidad sobre 

formalidades establecidas por los sujetos de las relaciones laborales; garantía a 

la seguridad social, la capacitación, el adiestramiento y el descanso necesario; 

protección especial a la mujer, a la maternidad y al trabajador menor de edad. 

 

El estado garantiza el derecho al pago oportuno y al reajuste periódico de las 

pensiones legales…”. 

 

(…) 

 

 “ARTÍCULO 334. La dirección general de la economía estará a cargo del 

Estado. Este intervendrá, por mandato de la ley, en la explotación de los recursos 

naturales, en el uso del suelo, en la producción, distribución, utilización y 

consumo de los bienes, y en los servicios públicos y privados, para racionalizar 

la economía con el fin de conseguir en el plano nacional y territorial, en un marco 

de sostenibilidad fiscal, el mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes, 

la distribución equitativa de las oportunidades y los beneficios del desarrollo y 

la preservación de un ambiente sano. Dicho marco de sostenibilidad fiscal 

deberá fungir como instrumento para alcanzar de manera progresiva los 
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objetivos del Estado Social de Derecho. En cualquier caso, el gasto público 

social será prioritario…”. 

 

(…) 

 

“ARTÍCULO 339. Habrá un Plan Nacional de Desarrollo conformado por una 

parte general y un plan de inversiones de las entidades públicas del orden 

nacional. En la parte general se señalarán los propósitos y objetivos nacionales 

de largo plazo, las metas y prioridades de la acción estatal a mediano plazo y las 

estrategias y orientaciones generales de la política económica, social y ambiental 

que serán adoptadas por el Gobierno. El plan de inversiones públicas contendrá 

los presupuestos plurianuales de los principales programas y proyectos de 

inversión pública nacional y la especificación de los recursos financieros 

requeridos para su ejecución, dentro de un marco que garantice la sostenibilidad 

fiscal”. 

 

5. EXPOSICIÓN DEL CASO CONCRETO  

 

5.1. Unidad normativa entre las Leyes 1564 de 2012 y la Ley 1437 de 2011 

 

La Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones, es una empresa industrial 

y comercial del Estado, administrada como entidad financiera de carácter especial, 

vinculada al Ministerio de Trabajo, que tiene por objeto la administración estatal del 

Régimen de Prima Media con Prestación Definida, las prestaciones especiales que las 

normas legales le asignen y la administración del Sistema de Ahorro de Beneficios 

Económicos Periódicos – BEPS, en consecuencia, de conformidad a lo preceptuado en el 

literal b del numeral 2 del artículo 38 de la Ley 489 de 1998 , Colpensiones, hace parte 

de los organismos y entidades que integran la Rama Ejecutiva del Poder Público en el 

orden nacional, del Sector descentralizado por servicios. 

 

Adicionalmente, Colpensiones es objeto de demandas y actúa en calidad de sujeto pasivo 

frente a procesos ordinarios y contenciosos administrativos, que finalizan con una orden 

judicial contenida en una sentencia, que la Entidad en desarrollo de la actividad funcional 

ejecuta en el marco de lo establecido en las Leyes 1564 de 2012 y la 1437 de 2011. 

 

En ese orden, el cumplimiento de las decisiones judiciales que se profieren en contra de 

la Administradora en asuntos sometidos a la jurisdicción ordinaria, deben ser tramitados 

observando el requisito establecido en el artículo 307 de la Ley 1564 de 2012,  el cual 

prevé que, “Cuando la Nación o una entidad territorial sea condenada al pago de una 

suma de dinero, podrá ser ejecutada pasados diez (10) meses desde la ejecutoria de la 

respectiva providencia, o de la que resuelva sobre su complementación o aclaración”, 

redacción y término que se equipara a lo consagrado en los artículos 192 y 299 de la Ley 
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1437 de 2011, los cuales regulan la misma temática (ejecución de sentencias o 

conciliaciones por parte de las entidades públicas), en los asuntos sometidos ante la 

jurisdicción Contencioso Administrativa, y que disponen en su orden: 

 

“Artículo 192. Cumplimiento de sentencias o conciliaciones por parte de las 

entidades públicas. (…)  

Las condenas impuestas a entidades públicas consistentes en el pago o devolución 

de una suma de dinero serán cumplidas en un plazo máximo de diez (10) meses, 

contados a partir de la fecha de la ejecutoria de la sentencia. (…) 

 

Artículo 299. De la ejecución en materia de contratos y de condenas a entidades 

públicas. (…) Las condenas impuestas a entidades públicas consistentes en la 

liquidación o pago de una suma de dinero serán ejecutadas ante esta misma 

jurisdicción según las reglas de competencia contenidas en este Código, si dentro 

de los diez (10) meses siguientes a la ejecutoria de la sentencia la entidad obligada 

no le ha dado cumplimiento”.  

 

En consecuencia, las dos disposiciones antes referidas constituyen una unidad normativa, 

en la medida que “(…) no es posible pronunciarse respecto de una norma expresamente 

demandada, sin referirse también a la constitucionalidad de otras disposiciones con las 

cuales se encuentra íntimamente relacionada. Sin embargo, esta íntima relación entre las 

normas no es cualquier tipo de relación sino aquella que hace que sea “imposible estudiar 

su constitucionalidad sin analizar las otras disposiciones”. Las normas en este caso tienen 

cada una un sentido regulador propio y autónomo, pero el estudio de constitucionalidad 

de la disposición acusada impone el examen de la conformidad o inconformidad con la 

Constitución de algunos elementos normativos a los cuales hace referencia, que están 

contenidos en otras disposiciones no demandadas” , debiendo ser interpretadas de manera 

sistemática y armónica, en tanto, su alcance es permitir que los organismos y entidades 

que integran la Administración Pública (en los términos del artículo 39 de la Ley 489 de 

1998), que son condenadas al pago o devolución de una suma de dinero, cuenten con un 

término de gracia, que les permita proceder al pago de manera directa, antes de ser 

demandados ejecutivamente. 

 

La anterior prerrogativa, surge en razón a las exigencias legales de carácter normativo 

presupuestal y contable que implica el cumplimiento de cada decisión judicial, así, como 

las consecuencias que en materia litigiosa y patrimonial representa para la autoridad 

estatal un término restringido de ejecución, aspectos que son iguales para la totalidad de 

los organismos y entidades de la Administración Pública que ejercen funciones de 

carácter administrativo, en los términos del artículo 39 de la Ley 489 de 1998. 

 

Pese a lo antes señalado, desde hace algún tiempo, jueces de la república vienen 

interpretando el término la Nación, limitando su alcance únicamente a los organismos y 
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entidades que integran el Sector Central de la Rama Ejecutiva (en los  érminos dispuestos 

en el numeral 1 del artículo 38 de la Ley 489 de 1998). 

 

La anterior concepción, constituye  un trato discriminatorio sin justificación 

constitucionalmente válida respecto a los demás organismos y entidades que integran la 

Administración Pública, en los términos del artículo 39 de la Ley 489 de 1998, que 

menoscaba los derechos de la Administradora, en tanto, la prerrogativa contenida en el 

referido artículo para la  Nación o una entidad territorial le es aplicable conforme el literal 

b del numeral 2 del artículo 38 de la Ley 489 de 1998 y desconoce  que  Colpensiones 

goza de los privilegios y prerrogativas que la Constitución Política y  las leyes les 

confieren a la Nación y a las entidades territoriales, conforme lo determinado en el 

artículo 87 de la Ley 489 de 1998.  

 

Interpretar que la expresión “la  Nación” contenida en el artículo 307 de la Ley 1564 de 

2012, hace referencia  o involucra  únicamente a  las entidades que hacen parte del sector 

central de la Rama Ejecutiva del Poder Público en el orden nacional, en los  términos 

dispuestos en el numeral 1 del artículo 38 de la Ley 489 de 1998,   se opone abiertamente 

al derecho a la igualdad, mandato contenido en el artículo 13 de la Constitución Política 

y los principios de sostenibilidad y equilibrio financiero del Estado determinados en los 

artículos 334 y 339 superiores, en concordancia con los artículos 2; 48; 53 y 93 de la Carta 

Superior. 

 

EXCEPCIONES PREVIAS.  

 

3. INEPTITUD DE LA DEMANDA POR FALTA DE LOS REQUISITOS 

FORMALES 

 

I. CARENCIA DE EXIGIBILIDAD DEL TÍTULO EJECUTIVO. 

 

El artículo 100 del Código General del Proceso, es claro en expresar que salvo disposición 

en contrario, el demandado podrá proponer las siguientes excepciones previas dentro del 

término de traslado de la demanda: 

“(…) 

5. Ineptitud de la demanda por falta de los requisitos formales o por indebida 

acumulación de pretensiones. 

 

(…)” 

 

La Corte Constitucional en la sentencia T-111 del dos (2) de abril de dos mil dieciocho 

(2018) explica lo siguiente en cuanto a los requisitos formales del título: 
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“De la enunciación de los títulos ejecutivos se advierte que no todas las 

providencias judiciales sirven como fundamento de la ejecución y, por ende, 

deben concurrir los siguientes requisitos: (i) que se imponga una condena, 

pues esta es la que determina la obligación [40] y (ii) que la decisión esté en 

firme o ejecutoriada, ya que así se asegura la existencia y certeza del crédito, 

en la medida en que no será modificada. Asimismo, por regla general, la 

determinación de la ejecutoria guarda relación con la exigibilidad, salvo que 

el juez que dictó la providencia establezca un plazo o condición para el 

cumplimiento”. 

 

Lo anterior, se refuerza en el artículo 422 del Código General del Proceso cuando se 

indica que: 

 

“Pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones expresas, claras y 

exigibles que consten en documentos que provengan del deudor o de su 

causante, y constituyan plena prueba contra él, o las que emanen de una 

sentencia de condena proferida por juez o tribunal de cualquier 

jurisdicción, o de otra providencia judicial, o de las providencias que en 

procesos de policía aprueben liquidación de costas o señalen honorarios 

de auxiliares de la justicia, y los demás documentos que señale la ley.” 

 

Con base en lo expuesto y en el desarrollo jurisprudencial, los títulos ejecutivos deben 

gozar de dos tipos de condiciones: 

 

i) Formales, para lo cual es pertinente indicar que las primeras exigen que el 

documento o conjunto de documentos que dan cuenta de la existencia de la obligación 

“(i) sean auténticos y (ii) emanen del deudor o de su causante, de una sentencia de 

condena proferida por el juez o tribunal de cualquier jurisdicción, o de otra providencia 

judicial que tenga fuerza ejecutiva conforme a la ley, o de las providencias que en 

procesos contencioso administrativos o de policía aprueben liquidación de costas o 

señalen honorarios de auxiliares de la justicia, o de un acto administrativo en firme . 

 

ii) Sustanciales, que el título ejecutivo contenga una prestación en beneficio de una 

persona. Es decir, que establezca que el obligado debe observar a favor de su acreedor 

una conducta de hacer, de dar, o de no hacer, que debe ser clara, expresa y exigible. En 

palabras de la Corte Constitucional, es clara la obligación que no da lugar a equívocos, 

en otras palabras, en la que están identificados el deudor, el acreedor, la naturaleza de la 

obligación y los factores que la determinan; es expresa cuando de la redacción misma del 

documento, aparece nítida y manifiesta la obligación; es exigible si su cumplimiento no 

está sujeto a un plazo o a una condición, dicho de otro modo, si se trata de una obligación 

pura y simple ya declarada.  

 



 

ww.colpensiones.gov.co 
Dirección: Carrera 10 No 72 – 33 Torre B Piso 11 – Bogotá /Línea Nacional 01 8000 41 0909 

 

Dichos requisitos son obligatorios para los títulos ejecutivos dentro de los cuales se 

encuentran las providencias judiciales, sin embargo, cuando la sentencia es dictada en 

contra de un organismos y/o entidades que integran la Administración Pública, las normas 

de orden público imponen al Administrador de justicia un requisito adicional por validar 

previo a proceder a librar el mandamiento de pago el cual es que hayan transcurrido un 

término de diez (10) meses siguientes a la ejecutoria de la sentencia conforme lo 

establecido en el Código General del Proceso (artículo 307) y el Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (artículo 192). 

 

Término que no es capricho del legislador, sino que el mismo se otorga a la autoridad 

estatal para el cumplimiento de todas las exigencias legales de carácter normativo 

presupuestal y contable, que se requieran para el cumplimiento de cada decisión judicial.  

 

Teniendo en consideración lo anterior y que el proceso ejecutivo tiene características 

especiales que rompen el usual equilibrio procesal entre las partes, como son la 

posibilidad de ordenar medidas cautelares en el mandamiento de pago sin que se haya 

realizado la notificación de la demanda, se hace necesario que el juez determine con 

precisión si en el caso que se somete a su consideración, se dan los requisitos expuestos, 

los cuales viabilizan o no el trámite de ejecución para obtener el cumplimiento forzado 

de la obligación. 

 

Por consiguiente, se advierte que la decisión judicial que sirve de título ejecutivo en el 

presente caso quedo ejecutoriada el  18 de mayo de 2021, fecha a partir la cual se deben 

contar los diez (10) meses para que la obligación sea exigible ejecutivamente, los cuales 

vencen el  18 de marzo del año 2022, por lo tanto, para el momento de la interposición de 

la presente demanda, el titulo ejecutivo no era exigible en los términos del artículo 307 

del Código General del Proceso, lo que repercute en que se declare por parte del despacho 

la excepción previa de INEPTITUD DE LA DEMANDA POR FALTA DE LOS 

REQUISITOS FORMALES, siendo en este caso por la CARENCIA DE 

EXIGIBILIDAD DEL TITULO EJECUTIVO, y por extensión la terminación del proceso 

ejecutivo, dejándose sin efecto el mandamiento de pago, y la orden de recibir dineros de 

la cuenta de ahorro individual del demandante, sin que haya transcurrido los meses 

señalados. Adicionalmente, se ordene el levantamiento de medidas cautelares ordenadas 

respeto de los bienes de la Administradora. 

 

 

IV. PETICIONES 

 

 

Con fundamento en el análisis anterior, realizo al señor juez las siguientes peticiones: 
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1. Que se conceda el recurso de reposición contra el auto que libra mandamiento de 

fecha 8 de noviembre de 2021. 

 

2. Por vía de excepción de inconstitucionalidad, realice una interpretación extensiva 

de la adecuación de la expresión “la Nación” contenida en el artículo 307 de la 

Ley 1564 de 2012, entendiendo que se refiere de manera amplia e incluyente, a 

los organismos y entidades que integran la Administración Pública, en los 

términos del artículo 39 de la Ley 489 de 1998, dentro de las cuales se encuentra 

Colpensiones.  

 

3. Que se declare probada la excepción previa de ineptitud de demanda por falta de 

los requisitos formales del título con fundamento en la carencia de exigibilidad 

del título ejecutivo (sentencia judicial), que soporta la presente demanda ejecutiva, 

pues no se han cumplido los diez (10) meses establecidos en el artículo 307 del 

C.G.P. 

 

4. Por extensión, se ordene la terminación del proceso ejecutivo, se deje sin efecto 

el mandamiento de pago y se ordene el levantamiento de medidas cautelares 

dispuestas respeto de los bienes de la Administradora. 

 

 

 

De la señora Juez, 

 

INES STEFANIA BARRIOS REDONDO 

C.C. No. 1.052.088.653 del Carmen de Bolívar 

T.P. No. 315.448 del C.S. de la J. 
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SEÑOR: 

JUEZ CATORCE LABORAL DEL CIRCUITO DE BARRANQUILLA 

E. S. D. 

 

REF: EJECUTIVO LABORAL 
DEMANDANTE: HERNANDO VEGA  

DEMANDADA: COLPENSIONES  

RADICACION: 08001310501420190026600 

ASUNTO: SUSTITUCIÓN 

 

Quien suscribe, CARLOS RAFAEL PLATA MENDOZA, abogado en ejercicio, identificado 

con la cédula de ciudadanía No. 84.104.546 de San Juan del Cesar y portador de la 

tarjeta profesional N° 107.775 del Consejo Superior de la Judicatura, actuando en 

calidad de apoderado de ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES 

COLPENSIONES, a usted comedidamente manifiesto que SUSTITUYO el poder que se 

me ha conferido con las mismas facultades otorgadas, en la Doctora INES STEFANIA 

BARRIOS REDONDO, quien es mayor y vecino de esta ciudad, identificado como 

aparece como aparece al pie de su firma; el cual tendrá iguales facultades a las mi 

conferidas y en señal de aceptación suscribe conmigo el presente escrito. 

El apoderado general o el apoderado especial podrán actuar en forma separada o 

conjunta y lo harán en representación de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 

PENSIONES COLPENSIONES y con las mismas facultades. 

Con comedimiento, 
 

 
 

 

CARLOS RAFAEL PLATA MENDOZA 
C. de C. N° 84.104.546 de San Juan del 
cesar T.P N° 107.775 C.S.J. 
Acepto: 

  

INES STEFANIA BARRIOS REDONDO 
C. de C. No. 1052088653 del Carmen de Bolivar. 

T.P. No. 315448 Del C.S. de la J. 


